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INTRODUCCIÓN

Este trabajo pretende introducir nuevos marcos de análisis para profundizar en el estudio de las relaciones intergubernamentales (rig) en las federaciones latinoamericanas.1 Dos convicciones han orientado su elaboración: por un lado, movilizar el método comparado a “sistemas federales contemporáneos significativos” y, por otro, difundir las experiencias problemáticas de democracias federales “por despegar”, que se pierden bajo los mismos modelos paradigmáticos de siempre. Para ello, los autores, provenientes de diversas disciplinas, recuperan el enfoque jurídico constitucional.

El párrafo anterior resume con claridad el doble valor de las relaciones que componen este libro y sus antecedentes. Se trata de erigir las rig como objetivos científicos incrementales de una red de investigación que, desde el trabajo Federalismo y relaciones intergubernamentales en México y Brasil (2017), aplicó el método comparado para reflexionar sobre cuánto mejoraría el desempeño y rendimiento públicos mediante una acción concertada, inteligente y, por ello, republicana. Siguiendo a Wright (1997), aquel texto exploró las rig en torno a las finanzas públicas y a las políticas públicas; y propuso, entre otros hallazgos, que en México las rig constituyen un campo disciplinar en construcción. Distinguió, además, tres tipos de estudios: los abordajes intuitivos que conforman adaptaciones del enfoque clásico de las rig; los estudios que se relacionan con programas académicos; y los relacionados con la coordinación vertical entre los gobiernos estatales y el nacional en materia de salud, educación y asistencia social (Aguilar et al., 2017).

Esa primera meta de la red de investigación exigió revisitar el sistema federal americano. Otras publicaciones se propusieron, en primer lugar, ajustar la muestra comparativa y, en segundo lugar, aplicar marcos teóricos más específicos. El libro Federaciones de las Américas: descentralización, relaciones intergubernamentales y recentralización (2020) presentó una comparación entre cinco federaciones americanas —Argentina, Brasil, Canadá, Estados Unidos y México— en torno a las tres dimensiones evocadas en el título. Este ejercicio permitió reflexionar sobre cómo las instituciones de las rig pueden actuar como arenas para salvaguardar el federalismo y, por tanto, de qué manera contribuyen a preservar la descentralización como condición para consolidar las federaciones de las Américas, así como respecto a la incapacidad de esas instituciones para hacer frente a las olas recentralizadoras (Mendoza y Grin, 2020: 527). Estas últimas preocupaciones fueron el objeto de análisis en el libro Las salvaguardas federales en Argentina, Brasil y México. Relaciones, límites y contrapesos (2023).

Por su parte, en el libro ¿La unión hace la fuerza? La política de la acción colectiva de los gobernadores en Argentina, Brasil y México, Olmeda (2021: 367-370) continuó tendiendo puentes entre las aproximaciones al federalismo en América Latina. La premisa fue el intento de refundar el statu quo intergubernamental en favor de cada uno de los actores de diferentes niveles de gobierno, definiendo, entre interacciones y disputas, la evolución de las instituciones federales. Los puntos relevantes fueron, primero, el entendimiento de las relaciones horizontales entre gobernadores. Segundo, la mezcla de factores estructurales y dinámicos que moldean las estrategias intergubernamentales de los actores. Tercero, las implicaciones para comprender la política en la relación entre federalismo, gobernabilidad y democracia. Así, la reforma propuesta apunta a procesar el conflicto intergubernamental y solucionar los efectos negativos asociados a las negociaciones no institucionalizadas.

Los trabajos que integran este volumen concentran, en línea con investigaciones previas, aspectos jurídico-constitucionales del federalismo, así como los cambios que experimentan los sistemas federales a través de reformas constitucionales o intervenciones de los respectivos órganos jurisdiccionales (Ugalde, 2002, 2010, 2011). El objeto de análisis de estos estudios no son, en consecuencia, los ejecutivos federales, sino las interacciones entre diferentes órganos de gobierno en los niveles nacional y subnacional. En su aproximación, restituyen la importancia que algunos estudios han atribuido a los aspectos reglamentarios de las rig formales, al definirse como “técnicas legales y reglamentarias de distribución de funciones de gestión entre los gobiernos y sus administraciones públicas, inspiradas en la jurisprudencia constitucional, en la experiencia federal comparada y en el principio de subsidiariedad” (Fernández, 2002: 119).

Este enfoque le restituye toda su importancia a los ordenamientos que regulan el funcionamiento del gobierno y la administración pública y moviliza, así, técnicas de investigación jurídica en la caracterización de las rig. No se trata sólo de reconocer el lugar que ocupa el principio de supremacía constitucional en la organización de toda federación —“un rasgo importante en el diseño y funcionamiento efectivo de cualquier federación radica en asegurar la supremacía de la Constitución como fuente de autoridad para cada orden de gobierno” (Watts, 2006: 222)—, sino también, como lo subraya Fernández (2002), de tener presente que existe una teoría constitucional sobre las rig, la cual forma parte esencial de la teoría general del derecho. El interés por la relación entre normas constitucionales y el funcionamiento de las rig supone que son temas propios no sólo de la teoría del derecho y del derecho constitucional, sino también de su historia, en tanto informa sobre la evolución de la ejecución de competencias estatales por administraciones territoriales descentralizadas (Mendoza y Mendoza, 2022; sobre el caso español, Fernández, 2002).

El enfoque jurídico constitucional no se limita a la revisión y el examen de las prescripciones legales que gobiernan la distribución de funciones, se interesa además en las contradicciones humanas derivadas de la aplicación de las leyes. En efecto, permite poner en evidencia la dimensión práctica del federalismo que integra las rig, al ver que:

Las modalidades de interacción entre órdenes de gobierno en una federación incluyen instituciones y procesos cooperativos (p.e. consulta, co-decisión y coordinación), así como procesos más conflictuales de tensión, colusión, competencia, control e incluso coerción (Poirier y Saunders, 2015: 1).

Durante las actividades de la red de investigación multirreferida, Poirier compartió (enero de 2022) que la continuidad de su trabajo científico está enfocada en las rig como instrumentos de reingeniería constitucional en tres niveles. En primer lugar, para prevenir la distorsión en la distribución competencial; en segundo, como fundamento alternativo de la reforma constitucional, y en tercero, en la transformación de federaciones dualistas integradas de facto. Al enfatizar la informalización preferente de las rig, Poirier y Saunders (2015: 485-494) ya habían agrupado los patrones cambiantes en seis categorías: 1) el aprendizaje incremental sobre el papel de las rig en las federaciones; 2) el aumento de la desconfianza entre órdenes de gobierno; 3) la predictibilidad a través de la legislación; 4) la atención coordinada de minorías étnicas y lingüísticas; 5) el predominio del derecho civil en las federaciones, y 6) la relación inversamente proporcional de eficiencia vs. rendición de cuentas democrática, cuya alternativa es la especificación regulatoria.

En suma, la contribución de este libro consiste, en términos generales, en explicar las interacciones administrativas sistémicas derivadas de los fundamentos ideológicos constitucionales y la experiencia federal comparada. Busca interpretar las rig como comportamientos humanos enmarcados en los mandatos y las restricciones de normas jurídicas constitucionales, que atomizan tendencias en un dilatado espectro entre comportamientos cooperativos y conflictivos. La interpretación objetiva de las rig puede, en un sentido preventivo, evitar la distorsión de poderes constitucionales. En el ámbito de la reforma constitucional, ha logrado establecerse como parte fundamental de la exposición de motivos. En sus nuevas dinámicas, la trascendencia entendida de las rig anticipa la mutación de federaciones dualistas en federaciones integradas de facto. El estudio de marcos jurídicos constitucionales que propone este libro retoma los países analizados por Aguilar y sus colaboradores en 2017, pero incluye, además, una explicación detallada de las reconfiguraciones que adopta en nuestros días el sistema de rig estadounidense, el cual puede ser visto como un espejo útil para comprender las dinámicas observadas en América Latina. La inclusión de este análisis permite cumplir con dos propósitos: por un lado, dejar en claro que Estados Unidos no resulta un caso excepcional; por otro, que los federalismos latinoamericanos experimentan tendencias que también se viven en el hemisferio norte del continente.

Sobre esas manifestaciones concretas y variantes teóricas, el objetivo de esta obra es identificar las configuraciones que adoptan las interacciones y prácticas de funcionarios de los diferentes órdenes de gobierno en la aplicación de normas constitucionales relacionadas con las rig. Con ello se pretende avanzar en la identificación de los fundamentos de una teoría constitucional iberoamericana sobre rig. Asimismo, esta obra pretende aportar elementos para realizar un ejercicio de política comparada, respecto a conceptos jurídicos como acuerdos intergubernamentales, reforma constitucional, rig en sistemas interparlamentarios subnacionales y cooperación internacional para el desarrollo. De este modo, se busca contribuir a la conformación de marcos de análisis que permitan profundizar en el estudio de las rig en las federaciones latinoamericanas.

El contenido de este libro se organiza en nueve capítulos. El capítulo 1, “Constituciones estatales y federalismo: control federal de la constitucionalidad en Brasil”, de Cláudio Gonçalves Couto y Vanessa Elias de Oliveira, sostiene que las constituciones subnacionales no se reproducen de forma horizontal. Por el contrario, la normatividad constitucional federal se impone de manera coercitiva. El análisis respectivo destacó cuatro aspectos. En primer lugar, surge la pregunta: ¿quién quiere controlar a quién? Un solo actor federal —el Fiscal General de la República—, ha denunciado acciones de inconstitucionalidad que, en su mayoría, han sido defendidas por los gobernadores (55%). En segundo lugar, se plantea: ¿cuándo y por qué?, en la primera década posterior a la aprobación de las constituciones subnacionales fueron impugnadas, principalmente: a) la estructuración del Estado, b) la organización de los poderes, y c) las disposiciones constitucionales transitorias. En tercer lugar, ¿cuáles fueron los detalles sobre algunas acciones? Por su amplitud, destacaron los casos de Rondônia y Ceará. En cuarto lugar, ¿cuáles fueron los casos más ilustrativos? Entre ellos se encuentran la organización de poderes subnacionales, la creación de un Consejo Estatal de Cuentas Municipales y la posibilidad de transformar en efectivo las vacaciones de los administradores públicos. En suma, el Poder Judicial brasileño centraliza a través del control de la constitucionalidad de las leyes subnacionales. Esta práctica, altamente frecuente, se ha convertido en una limitante de la innovación institucional.

El capítulo 2, “El crecimiento del federalismo coercitivo en Estados Unidos: el papel de los partidos políticos y los movimientos sociales”, de John Kincaid, amplía los referentes sobre esa patología federal contemporánea hasta nueve tendencias tangibles. Según el autor, quien es un referente global en el estudio del federalismo estadounidense, los subsidios han sido orientados a grupos, en lugar de lugares geográficos, al cumplimiento de requisitos y al apoyo político. Los mandatos se han establecido como requerimientos de que los funcionarios subnacionales y locales cumplan ciertas funciones so pena de sanciones civiles o criminales. Una característica predominante ha sido la suspensión de los poderes estatales bajo la cláusula de supremacía de la Constitución de los Estados Unidos. Las inmunidades a impuestos se han operado como límites de la capacidad impositiva y de deuda de los gobiernos regionales. La nacionalización del derecho penal tiende a duplicar las leyes sobre determinadas conductas punibles, prevaleciendo las leyes federales por establecer penas más severas. El agotamiento de las instituciones intergubernamentales se ha dado por el fenecimiento de órganos ejecutivos y legislativos que fomentaban la función. El declive de la cooperación política se basa ahora en transferencias que responden a grupos de interés nacional y regional, antes que en atender intereses de los funcionarios subnacionales y locales. Las órdenes de la corte federal han coincidido en que los gobiernos regionales y locales apliquen recursos propios en política pública de largo plazo. La cooperación intergubernamental es la norma predominante y continua en la implementación estatal y local de la política pública federal.

El capítulo 3, “Relaciones intergubernamentales y teoría constitucional en el ámbito legislativo: configuraciones y tensiones de la autoridad jerárquica en México”, de Joaquín García Hernández, Guillermo Lizama Carrasco y Daniel Zorrilla Velázquez, concluye que México es un sistema dual con pragmatismo colaborativo de las rig. Los ajustes para la implementación de políticas públicas suelen pactarse mediante arreglos informales antes de que se proyecten las respectivas reformas constitucionales. En una etapa posterior, las temáticas estratégicas suelen nacionalizarse al adicionar el artículo 73 constitucional, que corresponde a las facultades legislativas del Congreso federal. Las rig están premodeladas por la disciplina partidista, la cual impone una subordinación del orden subnacional de gobierno. Esto último deriva en un pragmatismo colaborativo de las rig legislativas en el que prevalece el modelo de autoridad inclusiva al aprobar reformas constitucionales. La fase de implementación depende de la coincidencia partidista entre el gobierno nacional y la mayoría de los gobiernos subnacionales, configurando lo que los autores denominan “pragmatismo cooperativo”.

El capítulo 4, “Federalismo en la Constitución brasileña de 1988: el diseño constitucional de las relaciones intergubernamentales”, de Eneida Desiree Salgado y Suellen Patrícia Moura, sintetiza la teoría constitucional de las rig brasileñas. Como lo muestra este capítulo, el sistema federal brasileño oscila entre un esquema centralizado e intentos por mantener las competencias y el estatus de los estados federados. Se habló en la década de 1960, luego del restablecimiento del sistema federal, de un federalismo aparente. Se observa que, a pesar de los cambios formales, no hay modificaciones significativas al sistema de distribución de competencias. En su caracterización de la Constitución brasileña de 1988, Salgado y Moura se refieren al sistema que ésta establece como un federalismo de doble grado; cabría preguntarse si dicho rasgo está presente en otras federaciones, como la mexicana. Salgado y Moura refieren que la Constitución brasileña de 1988 otorgó a los municipios el estatus de partes integrantes de la federación, con lo cual fueron apartados de la tutela de los Estados miembros. Este cambio puede compararse al ocurrido en México, tanto con la reforma judicial analizada por Ugalde en esta obra, como con la reforma de 1999, mediante la cual se atribuyó la función de gobernar a dicho órgano.

El capítulo 5, “Acuerdos intergubernamentales en México y perspectivas de reingeniería constitucional”, de Joel Mendoza Ruiz y Gisele Pérez Guerrero, analiza, para el caso mexicano, la posible consecuencia entre la celebración histórica de acuerdos intergubernamentales y la reforma constitucional. La revisión de dichos acuerdos permite identificar cuatro etapas históricas. En la primera fase, se perpetró una invasión temprana destinada a armonizar el ejercicio de facultades exclusivas y crear un marco de proyectos conjuntos. La segunda etapa aprovechó la aceptación de la anterior para generalizar una nueva lógica concurrente. En un tercer momento histórico, el sentido del federalismo logró invertirse, la invasión tardía se fundó en una reforma legislativa que impuso, de forma súbita, funciones concurrentes y, en algunos casos, acuerdos de cofinanciamiento. En la fase más reciente, los acuerdos intergubernamentales han instrumentado el bilateralismo adaptado. Pese a las tendencias detectadas, la inconsistencia federativa de los procesos y la politización no estratégica de los resultados hace difícil el planteamiento de la reingeniería constitucional. El único proceso de políticas públicas que confirma su orientación hacia el federalismo administrativo es el del sector salud. Seis procesos adicionales permanecen en revisión por su reciente implementación. Por su parte, cinco procesos denotan un dualismo ad hoc con riesgo de bilateralismo adaptado, mientras que otros están sujetos a revisión por su evolución contemporánea.

El capítulo 6, “Relaciones interparlamentarias desde los congresos locales en México entre 1997 y 2021: corporatización federal, democratización y centralización”, de Joel Mendoza Gómez y Fátima Yamile León Chiquete, explora la relación entre el pluralismo político expresado en las últimas décadas en México y algunas de las características de los congresos estatales, tanto en su composición como en su capacidad legislativa y política. El capítulo analiza algunos de los rasgos de los congresos estatales que inciden en la relación que éstos mantienen con los poderes ejecutivos de sus entidades y con el Congreso federal. Su grado de profesionalización, su autonomía presupuestal y pluralismo, y su nivel de institucionalización son considerados en este trabajo como factores que explican la relación Ejecutivo-Legislativo en las entidades federativas; y permiten caracterizar la evolución del papel de los congresos estatales en el sistema general de las rig: su capacidad para cumplir con la función de contrapeso no sólo en la distribución horizontal de poderes del sistema político estatal, sino en el sistema de pesos y contrapesos vertical que supone su articulación con el Poder Legislativo federal. Esta caracterización, así como el repaso a expresiones concretas de coordinación interparlamentaria, tanto nacional como internacional, permiten también entender mejor la discreta actividad intergubernamental de los congresos estatales en México.

El capítulo 7, “Recentralización en México durante el gobierno de López Obrador (2018-2024): un escenario de reconfiguración de las relaciones intergubernamentales”, de Juan C. Olmeda, inicia afirmando que las rig en países federales, como México, están obviamente influenciadas por los marcos institucionales que regulan las interacciones entre autoridades en el plano nacional y subnacional. Sin embargo, también resultan definidas por otros dos factores en los que se centra este capítulo: la distribución de prerrogativas y responsabilidades establecidas entre dichos niveles y, además, la distribución de gubernaturas entre los distintos partidos. En ambos aspectos, los últimos años han generado cambios sustantivos. Por un lado, la presidencia de López Obrador profundizó la tendencia hacia la recentralización ya observada en los años de Peña Nieto; por otro, la sostenida seguidilla de victorias del partido del presidente, Morena, ha dado lugar a un mapa impensado hace algunos años, con el oficialismo controlando dos tercios del total de gubernaturas. A lo largo del trabajo se busca abordar tres cuestiones. En primer lugar, describir en detalle en qué han consistido los cambios en el marco normativo que nos permiten hablar de un proceso de descentralización. En segundo lugar, caracterizar cambios sustantivos en el balance de poder a nivel subnacional en los últimos años y describir la redefinición que esto ha generado en la relación entre las autoridades de las entidades federativas y el gobierno federal. En tercer lugar, analizar de qué manera las transformaciones previas han impactado en las rig verticales.

El capítulo 8, “La judicialización de las relaciones intergubernamentales en México”, de Vicente Ugalde, emprende una revisión de los procedimientos de controversia constitucional, así como de algunas resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), con el objeto de analizar si el uso de ese procedimiento de control de constitucionalidad ha tenido algún impacto en la forma en que se plantean y resuelven las tensiones entre los tres órdenes de gobierno en el país. Con esta revisión, se pretende esclarecer si, a partir de la reforma al Poder Judicial de 1994, se han alterado las normas que organizan el sistema federal mexicano, en particular en lo concerniente al ámbito de competencia de los municipios. Al caracterizar el papel que ha desempeñado la Suprema Corte en la resolución de conflictos intergubernamentales derivadas de la distribución de competencias, este trabajo busca describir cómo la judicialización de dichos conflictos impacta el funcionamiento de las rig y el arreglo federal mismo.

Finalmente, el capítulo 9, “Los gobiernos regionales mexicanos y la Cooperación Internacional para el Desarrollo”, de Joel Mendoza Ruiz y Andrea Ahtziri Escobar Hernández, aporta un primer acercamiento a la temática señalada. Las Comisiones Recíprocas Sonora-Arizona, desde la informalidad, acentúan tres modelos de rig y de eventual participación ciudadana: negociación horizontal, capacitación y promoción, así como negociación vertical. Sus logros en materia de cooperación internacional para el desarrollo abarcan seis de los dieciséis comités, específicamente los dedicados a ecología, turismo, servicios empresariales, seguridad, comercio ganadero y cruces fronterizos. Por su parte, la extinta Secretaría para el Desarrollo de la Frontera Sur y Enlace para la Cooperación Internacional del gobierno del estado de Chiapas se especializó en la atención al migrante y, en ese mismo sentido, promovió la participación ciudadana mediante el subsidio a organizaciones de la sociedad civil. En contraste con estas dos experiencias, el marco jurídico nacional mexicano sobre cooperación internacional para el desarrollo muestra cinco grandes inconsistencias que, inevitablemente, se trasladan al contexto estratégico subnacional: 1) la ambigüedad estratégica donante-receptor; 2) el exceso de prioridades sectoriales; 3) la escasez de la cooperación intergubernamental; 4) el simplismo operativo de acciones estandarizadas, y 5) la insuficiencia de la participación ciudadana.

Las discusiones que se presentan en estos textos no agotan, desde luego, las posibilidades que suponen los arreglos constitucionales que enmarcan el funcionamiento de las rig en esos países. Estos trabajos documentan tan sólo algunas variantes concretas de las rig, asociadas a tradiciones constitucionales similares en las definiciones fundamentales de sus respectivos arreglos federales, pero que, a pesar de ello, presentan particularidades en la manera en que practican su vida constitucional y desarrollan su quehacer administrativo. Muchos aspectos del diseño constitucional y de la forma como éste afecta las prácticas concretas de los funcionarios que dan vida a las rig de estos países no están, desafortunadamente, incluidos en este libro. Queda, por lo tanto, la asignatura pendiente de ampliar la comparación de los sistemas de rig a otros países de América Latina y, de ser posible, a otras regiones del mundo.
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1. CONSTITUCIONES ESTATALES Y FEDERALISMO: CONTROL FEDERAL DE LA CONSTITUCIONALIDAD EN BRASIL*

Cláudio Gonçalves Couto y Vanessa Elias de Oliveira

Introducción

Una de las dimensiones centrales de un sistema federal es la capacidad de los estados para estructurar sus propios órdenes constitucionales, aunque obligatoriamente de acuerdo con la Constitución del país. En federaciones no centralizadas con estilo coming together (Stepan, 1999) o en federaciones horizontales (Halberstam, 2008) como la de Estados Unidos, es común que los estados tengan constituciones que preceden, en el tiempo, a la Constitución federal y que, lógicamente, hayan servido de inspiración para esta última (Elazar, 1982; Kincaid, 1988; Hammons, 1999, 2001). De esta forma, se configura una Constitución general para la nación, en la que se completa y detalla la ley federal en los estados. Aunque menos frecuente, en federaciones con mayor centralización que la estadounidense —y más en la línea de un federalismo vertical, holding together, como el modelo alemán— también es posible observar constituciones estatales que anteceden a la creación de la Constitución federal, sirviendo en algún momento como fuente de inspiración para ésta (Gunlicks, 1998; Lorenz y Reutter, 2012).

El caso brasileño, sin embargo, es el de una federación muy centralizada, en la que los estados son conducidos por la dinámica del poder central para emular sus políticas e incluso sus disposiciones constitucionales (Souza, 2005; Oliveira, 2009; Arretche, 2013; Arretche y Schlegel, 2014). La Constitución federal brasileña de 1988 fue imitada en gran medida por las constituciones estatales (Couto y Absher-Bellon, 2018). Esto se explica, por un lado, por la existencia de disposiciones constitucionales federales de reproducción obligatoria por parte de las constituciones estatales y, por otra, por las disposiciones de imitación, que simplemente se repiten en las constituciones subnacionales a partir del texto nacional (Ferraz, 1979, 2007; Horta, 1985; Leoncy, 2007). En cualquier caso, no hay motivo para un conflicto constitucional entre los dos niveles de gobierno, lo que revela una faceta adicional de la supremacía federal sobre las entidades subnacionales en el federalismo brasileño.

Sin embargo, una situación distinta ocurre cuando las disposiciones de las constituciones estatales son impugnadas en cuanto a su conformidad con la Constitución federal y, además, declaradas inconstitucionales por el Supremo Tribunal Federal (stf), lo que lleva a su suspensión o revocación y, a veces, a las reformas constitucionales en los estados para adecuar las constituciones estatales a la Constitución redactada por el control federal de constitucionalidad. Durante la primera década de las nuevas constituciones estatales, fueron frecuentes las solicitudes de Acciones Directas de Inconstitucionalidad (adi) en el stf contra disposiciones de las constituciones estatales que pudieran haber estado en desacuerdo con la ley federal (Oliveira, 2009).

Gran parte de las decisiones del stf tenían el poder de contrarrestar las decisiones constitucionales a nivel estatal, revelando la débil capacidad de los estados para producir sus propias normas constitucionales, distintas de las determinadas por la Constitución federal. Para analizar tales casos, este capítulo analiza las adi que impugnan disposiciones de las constituciones estatales durante los primeros diez años de las nuevas constituciones estatales (1989-1999), identificando el grado de control de constitucionalidad federal sobre las normas constitucionales de los estados, precisamente en el momento en que se establecieron los parámetros del sistema constitucional brasileño, que abarca no sólo el nivel nacional, sino también el estatal, como sería de esperar en una federación. Nuestra pregunta de investigación es la siguiente: ¿el Poder Judicial brasileño actúa como un elemento centralizador en la arena constitucional con respecto al control de la constitucionalidad de las leyes estatales?

Para analizar los datos y discutir la cuestión del control federal de constitucionalidad sobre las constituciones estatales brasileñas, el capítulo se estructura en cuatro secciones, además de esta introducción. Primero, presentamos una discusión sobre la relación entre Poder Judicial y federalismo en el debate internacional. A continuación, describimos el control de constitucionalidad en Brasil, en particular el control federal de constitucionalidad de las disposiciones constitucionales estatales. Luego, presentamos datos sobre las adi en el periodo 1989-1999, cuando se estructuraron las constituciones estatales y se presentaron las adi relacionadas con ellas. Finalmente, discutimos las implicaciones de los hallazgos de la investigación para el federalismo brasileño (centralizado).

El Poder Judicial y el federalismo

El tema de la relación entre federalismo y Poder Judicial nació junto con el federalismo mismo. En The Federalist Papers, Madison abordó el papel de árbitro de los conflictos federales, que recaería en los tribunales federales en los conflictos entre estados o entre estados y la Unión. Por el contrario, mientras que los antifederalistas defendían únicamente la existencia de tribunales estatales, los nacionalistas alegaban su incompetencia y partidismo. Los padres fundadores de Estados Unidos decidieron que los tribunales federales deben abordar asuntos de interés nacional y los tribunales estatales son responsables de asuntos estrictamente locales. El acuerdo entre las diferentes facciones en la Convención de Filadelfia preveía tribunales federales inferiores que, junto con la Corte Suprema, trabajarían en la estandarización de la legislación federal (Winkle III, 1974). Al mismo tiempo, se establecieron los tribunales estatales, en los cuales recaía la responsabilidad de todos los asuntos que no fueran de interés nacional.

Con la creciente expansión de los derechos y la extensión de la autoridad política de la Unión, el Poder Judicial federal estadounidense ganó protagonismo, mientras que los tribunales estatales lo perdieron. La relación entre los tribunales estatales y nacionales, una dimensión importante de las relaciones intergubernamentales, se conoce como “federalismo judicial”. Esta área de estudio se interesa en las relaciones interjudiciales y su impacto en la distribución de la autoridad gubernamental y la administración de justicia (Winkle III, 1974). Se enfoca, por lo tanto, en el tema de la relación entre los tribunales estatales y federales dentro del federalismo. Un ejemplo de un problema empírico relacionado con el tema del federalismo judicial es la discusión sobre cuánto los tribunales estatales pueden contradecir las decisiones de los tribunales federales. Éste fue un debate relevante en el tema del matrimonio homosexual en Estados Unidos; la decisión de la Corte Suprema de Alabama fue la primera en contradecir el permiso establecido por la Corte Suprema federal, suscitando debate sobre la autonomía de los tribunales estatales y, por lo tanto, sobre la cuestión de la soberanía estatal en el federalismo estadounidense.

Sin embargo, el modelo dual de tribunales —estatales y federales— no es el único entre las federaciones. Según Wheare (1947), si aplicamos el modelo federativo sensu stricto, se debe establecer un sistema judicial dual, con tribunales estatales para tratar cuestiones de legislación estatal y uno federal para aplicar e interpretar la ley federal (Aroney y Kincaid, 2017). Sin embargo, las federaciones adoptan diferentes modelos: un sistema dual, como en Estados Unidos, Alemania o Brasil, o un sistema único, como en Suiza o Bélgica. El argumento a favor de un sistema judicial único es que resulta necesario para mantener la unidad y soberanía del país (Fraga, 2017); sin embargo, éstas también se mantienen en países que adoptan un sistema dual, lo cual demuestra que el argumento para optar por el modelo de tribunal único es inconsistente. La decisión es política y no jurídico-constitucional, como argumenta Fraga (2017).

El federalismo moldea y, a su vez, es moldeado por el tipo de sistema y el poder de los tribunales. Así, otro tema que involucra la relación entre el federalismo y el Poder Judicial es el impacto de las decisiones judiciales sobre las relaciones federales y la configuración del federalismo per se. Los estudios sobre este tema no se centran en las implicaciones del sistema de doble corte en la administración de justicia —como los estudios sobre el federalismo judicial—, sino en cómo los tribunales y sus decisiones influyen en la configuración de la política y las políticas en las federaciones.

El importante trabajo de Conlan y Vergniolle de Chantal (2001) aborda precisamente este tema: cómo la Corte Suprema dio forma al federalismo estadounidense a lo largo del siglo xx. Los autores reconstruyen la historia de la actuación de la Corte en el diseño del federalismo estadounidense, mostrando cómo la importante centralización que sufrió fue resultado de una interpretación judicial relajada, en especial a partir de la década de 1930, que permitió al Ejecutivo construir el estado de bienestar estadounidense. Desde la década de 1930 hasta la de 1980, los gastos federales crecieron de 3% del producto interno bruto (pib) a 21%, y la participación federal en el gasto del gobierno aumentó de 34% a 197% de los gastos estatales y locales (Conlan y Vergniolle, 2001: 256). Esta situación empezó a cambiar después de la década de 1990, cuando la Corte comenzó a restringir la autoridad legislativa federal en una serie de cuestiones: apoderarse del aparato administrativo y de formulación de políticas de los gobiernos regionales; exceso de autoridad del Congreso para regular el comercio interestatal; y uso excesivo de fondos federales condicionados, transferidos a políticas públicas en gobiernos regionales, entre otros.

En el caso “Printz vs. Estados Unidos” (1997), la Corte Suprema de Estados Unidos decidió, cinco a cuatro, que el gobierno federal no puede exigir a los funcionarios estatales que implementen una política pública federal; en este caso, una política por parte de las autoridades subnacionales sobre distribución de armas y control de su posesión (Friedman, 2000). Esta decisión ha tenido claros efectos en las relaciones intergubernamentales, impactando la implementación local de las políticas federales y, por ende, los límites de las políticas públicas en Estados Unidos.

Un aspecto crucial para el estudio de la relación entre el federalismo y el Poder Judicial es el hecho de que los tribunales pueden entenderse como salvaguardas del federalismo cuando los actores políticos no pueden anticipar el comportamiento judicial (Sala, 2014). En cambio, cuando esperan un veto, la tendencia de los gobiernos federal y/o subnacionales es tratar de evitar la participación de los tribunales, formulando políticas y leyes que eluden la jurisprudencia establecida. Este comportamiento, sin embargo, debe encontrarse especialmente en países con fuerte control constitucional, es decir, en aquellos donde la declaración de inconstitucionalidad es definitiva hasta que la Constitución sea reformada o hasta que la propia Corte revise su decisión —como Estados Unidos o Alemania—. En sistemas con revisión de constitucionalidad débil, la declaración de inconstitucionalidad puede ser superada por un acto de la legislatura, como es el caso de Canadá (Aroney y Kincaid, 2017). En estos sistemas, el comportamiento de los agentes políticos depende no sólo de su evaluación del probable comportamiento de los tribunales, sino también de los actores con poder de veto.

En Brasil, la declaración de inconstitucionalidad puede centrarse tanto en el caso concreto como en la ley misma, con enormes variaciones en las decisiones de los tribunales inferiores. El comportamiento del Poder Judicial es aún más difícil de predecir, lo cual hace que el comportamiento preventivo de los actores políticos sea menos común. Dada la imprevisibilidad de la dirección de las decisiones, los actores tienden a instituir la ley deseada, arriesgándose y apostando a una interpretación favorable de la Corte en su caso específico, aun cuando ya existan decisiones contrarias a la constitucionalidad en casos similares.

Finalmente, hay muchos aspectos que influyen en el comportamiento de los tribunales en las federaciones. Según Aroney y Kincaid (2017), es probable que la toma de decisiones de los tribunales se vea influida por factores tales como: 1) si la Constitución federal es centralizadora o descentralizadora en contenido, naturaleza o espíritu; 2) si especifica poderes concurrentes; 3) dónde ubica los poderes reservados (en su caso); 4) si el arreglo es dualista (como en Estados Unidos) o integrador (como en Alemania); 5) si los poderes específicos otorgados a los distintos órdenes de gobierno son limitados o extensivos; 6) si la Constitución reconoce el gobierno local como el tercer orden de gobierno; 7) si la Constitución establece el estado de emergencia o la intervención federal en el gobierno de las entidades políticas constituyentes, y 8) si ciertas disposiciones de la Constitución son inamovibles o sólo se pueden modificar mediante procedimientos especiales (Aroney y Kincaid, 2017: 20-21).

A pesar del reconocimiento de las diversas posibilidades de interacción entre el Poder Judicial y el federalismo, los estudios comparados no son muy concluyentes. Popelier (2016) analizó una amplia variedad de sistemas jurídicos (once en total) para comprender la tendencia centralizadora o descentralizadora de los tribunales; probó cinco hipótesis diferentes, pero no llegó a resultados concluyentes. La principal evidencia indica que la presencia subnacional en la selección de jueces federales impacta la tendencia centralizadora de las decisiones judiciales y, además, refleja, en alguna medida, el grado de centralización del propio federalismo. Sin embargo, el autor recomienda realizar más investigaciones, en particular estudios en profundidad de casos individuales, a fin de comprender las relaciones entre el federalismo y los tribunales en cada caso.

En la búsqueda de este objetivo, nos enfocamos en comprender el primer aspecto destacado por Aroney y Kincaid (2017), con el fin de determinar si el Poder Judicial brasileño actúa como un elemento centralizador en el ámbito constitucional. Son pocos los estudios que analizan esta relación con el caso brasileño, como lo indican Tomio y Robl Filho (2013). Para contribuir a llenar este vacío, analizaremos la tendencia centralizadora o descentralizadora de la Constitución brasileña a partir de las decisiones del stf sobre el control de la constitucionalidad de las leyes estatales.

El control de constitucionalidad en Brasil

La Constitución federal de 1988 prevé el control de la constitucionalidad de las leyes y otros actos normativos (incluidas las reformas constitucionales) a nivel federal y estatal (Aroney y Kincaid, 2017). Este control se produce tanto de manera difusa como concentrada (Arantes, 1997). Por medio del control incidental difuso, la constitucionalidad de una ley o un acto según las constituciones estatal y federal puede ser cuestionada ante cualquier tribunal, caso por caso. Por lo tanto, incluso un juez, en un tribunal estatal de primera instancia, puede ser llamado por quienes cuestionan la legitimidad de una regla o actúan de acuerdo con los ordenamientos constitucionales estatales o federales.

Por medio del control concentrado, los actores facultados para cuestionar la constitucionalidad abstracta de una ley pueden hacerlo directamente ante el tribunal responsable de ese control, es decir, el stf a nivel nacional y los Tribunales de Justicia (tj) a nivel subnacional. Mientras que el stf puede ser llamado a ejercer el control de constitucionalidad sobre las normas de los tres niveles de gobierno con base en la Constitución federal, los tj pueden ser llamados a ejercer el control de constitucionalidad sobre las normas estatales y municipales de acuerdo con las constituciones de sus respectivos estados (Tomio, Robl Filho y Kanayama, 2015). Sin embargo, las constituciones estatales reproducen muchas normas presentes en la Constitución federal, algunas por mera imitación, otras por ser consideradas disposiciones de reproducción obligatoria (Ferraz, 1979; Horta, 1985; Leoncy, 2007). En ambos casos, el stf estableció el criterio de que los tribunales estatales pueden actuar como tribunales constitucionales en control abstracto porque las disposiciones, aunque originalmente federales, fueron incorporadas al orden constitucional estatal, y pasaron a integrarlo (Leoncy, 2007).

Ahora bien, en una situación como ésta, es posible apelar a nivel federal contra las decisiones tomadas a nivel estatal cuando se trata de disposiciones de reproducción obligatoria. Esto se debe a que dichas disposiciones, al estar incorporadas al pie de la letra por las constituciones estatales, se convierten formalmente en ley estatal y, por lo tanto, entran en el ámbito del control de constitucionalidad de los tj. Sin embargo, dado que estas disposiciones corresponden a las disposiciones federales, explícitamente expresadas al pie de la letra en la Constitución federal, su interpretación por parte de los tribunales estatales está restringida por los criterios establecidos por la stf. De tal manera que, si existe alguna decisión previa del stf sobre una disposición reproducida, los tj deben observarla en las decisiones que toman como parámetro la disposición de reproducción obligatoria (Mendes, 1999; Leoncy, 2007). Tanto en el caso de divergencia en los tj de la decisión anterior del stf, como en el caso de desacuerdo del actor con la decisión del tribunal estatal, es posible recurrir al stf a través de un recurso extraordinario, un instrumento de difuso control de constitucionalidad. En este caso se adopta el uso del método difuso porque, a los efectos del control de constitucionalidad a nivel federal, la decisión del tj se considera un acto normativo, resultando en una decisión incidental sobre un caso concreto.

En el caso de disposiciones de imitación (copiadas del texto federal, pero sin obligación de hacerlo) o disposiciones de autoorganización (creadas en el espacio de autonomía constitucional de que disponen los estados), no hay posibilidad de recurso al stf porque caen en el ámbito constitucional de los estados. Así, los tj son los únicos tribunales de apelación para el control abstracto de la constitucionalidad de las leyes estatales y municipales que no se ajustan a la Constitución estatal (Leoncy, 2007).

Existe un punto de intersección entre estos dos ámbitos del control de constitucionalidad, que es especialmente importante para la conformación federativa del país: el control federal de la constitucionalidad de las disposiciones constitucionales estatales. Es posible cuestionar la constitucionalidad de las disposiciones constitucionales estatales bajo la Constitución federal, por lo que los actores autorizados a presentar acciones abstractas de control de constitucionalidad ante el stf (ubicado en Brasilia) impugnan las disposiciones constitucionales estatales. El espacio de autoorganización normativa de los estados y, en consecuencia, el grado de centralización federal, se definen en función de lo que el stf considera o no constitucional en las constituciones estatales. En este sentido, es importante observar no sólo en qué medida el stf restringe el campo de autoorganización de los estados, sino también sobre qué temas lo hace. Finalmente, es necesario distinguir cómo actuó cada uno de los actores legitimados para solicitar el control de constitucionalidad: cuánto actuaron y qué les interesaba apelar al control federal de constitucionalidad. Al observar esto, se puede comprender mejor lo que está en juego en los conflictos político-jurídicos del federalismo brasileño.

Control federal de la constitucionalidad en la primera década de las nuevas constituciones estatales

Durante los primeros diez años de las nuevas constituciones estatales brasileñas, cuando se establecieron los parámetros del sistema constitucional brasileño, tanto a nivel estatal como nacional, se identificaron 699 adi que impugnaban leyes estatales ante el stf. De éstas, 297 (42.5%) impugnaron disposiciones constitucionales estatales, originales o creadas mediante reformas constitucionales durante su primera década de vigencia; éstas serán objeto de este estudio. La gráfica 1.1 muestra el número de adi referidas a disposiciones constitucionales estatales por entidad federativa (los estados más el Distrito Federal) entre 1989 y 1999.

Gráfica 1.1. Número de adi que impugnan disposiciones constitucionales por parte de las entidades federativas (1989-1999)
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Siglas: Disposición impugnada, ce: Constitución Original del Estado; ece: Enmienda Constitucional del Estado.

Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.



¿Quién quería controlar a quién?

Entre los actores legitimados para interponer adi, los que más solicitaron el stf fueron los gobernadores de los estados, es decir, los actores institucionales estatales, los únicos responsables de más de la mitad de las adi que cuestionaron las leyes estatales, incluidas las disposiciones constitucionales. El único actor a nivel federal que presentó este recurso fue el fiscal general de la República, autor de la cuarta parte de las adi. Estos datos revelan algo curioso: aunque el control de constitucionalidad de las disposiciones estatales por parte del stf pueda ser un instrumento de centralización normativa en la Unión, el principal detonante de ese instrumento en el periodo inicial de consolidación del constitucionalismo brasileño fue un actor a nivel estatal: el jefe del Ejecutivo estatal.

Los gobernadores también fueron los mayores defensores de las adi que desafiaron las leyes secundarias, aunque en menor medida. Mientras que iniciaron 55% de las adi que impugnan las disposiciones constitucionales de sus propios estados, firmaron sólo 45% de las que impugnan las leyes infraconstitucionales, lo cual es notable si se tiene en cuenta que existen muchas más leyes infraconstitucionales que constitucionales. El fiscal general también buscó con más frecuencia el control constitucional federal de las disposiciones constitucionales estatales que las leyes infraconstitucionales (25% frente a 22%); para los otros cuatro actores que operaron en este contexto (entidades de clase, partidos políticos, asambleas legislativas y el Colegio de Abogados de Brasil [oab, por sus siglas en portugués]), la situación es inversa.

Estos datos deben complementarse: los actores nombrados en las adi fueron casi siempre únicamente las asambleas legislativas de los estados, encargadas de redactar los textos constitucionales originales y sus reformas. En 13.7% de los casos, las asambleas fueron nombradas junto con los gobernadores, y sólo en un caso se nombró únicamente al gobernador del estado. Ninguna adi iniciada por actores estatales impugnó disposiciones constitucionales de otros estados, lo que podría generar una disputa horizontal entre gobiernos regionales. Considerando lo anterior y el activismo de los gobernadores en traer adi, el conflicto entre los poderes al interior de los estados fue más importante que las disputas entre estados o entre estados y la Unión por el control del texto constitucional estatal basado en la Constitución federal. La gráfica 1.2 presenta datos relativos a los autores de las adi.

Gráfica 1.2. Demandantes de adi contra la ley constitucional estatal – Actores legitimados por la Constitución federal (1989-1999)
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Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.



¿Cuándo y qué?

Como era de esperar, el número de adi que impugnaron disposiciones constitucionales estatales fue mayor en los primeros años de las nuevas constituciones, cuando se inició la disputa sobre el estatuto constitucional federal bajo nuevas reglas. La incidencia de las adi también fue desigual con respecto a la naturaleza de la materia constitucional impugnada. Como se muestra en la gráfica 1.3, el mayor número de adi tuvo como objeto tres partes de las constituciones de los estados: a) la estructuración del Estado (Título 2, que trata en gran parte de la administración pública, con énfasis en las disposiciones relativas a los funcionarios y la organización municipal); b) la organización de los poderes (Título 3, que trata del funcionamiento del Ejecutivo, el Legislativo y de todo el sistema de justicia), y c) las disposiciones constitucionales transitorias (miscelánea de temas de transición constitucional, cuyos contenidos varían mucho entre los estados). Estos tres títulos reúnen las tres cuartas partes de todo el material constitucional impugnado a través de las adi durante la primera década posterior a la aprobación de las constituciones estatales.

Gráfica 1.3. adi por año y por título impugnado en número de disposiciones citadas (1989-1999)
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Títulos normalizados: 1. Principios, Derechos y Garantías Fundamentales; 2. Del Estado; 3. Organización de Poderes; 4. Seguridad Pública; 5. Tributación y Presupuesto; 6. Del Orden Económico; 7. Orden Social; 8. Disposiciones Constitucionales Generales; 9. Leyes de Disposición Constitucional Transitoria; 10. Paraconstitucional.

Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.



Esto demuestra que, en cuanto al fondo de las materias impugnadas, el conflicto por las constituciones estatales tuvo como objeto principal, durante los años de consolidación del marco constitucional subnacional brasileño, la estructuración de políticas intraestatales (principalmente normas relativas a los servidores públicos), la relación entre poderes (incluidas las prerrogativas de los miembros del sistema de justicia) y las reglas de transición del marco constitucional. La gráfica 1.4 muestra con mayor claridad esta distribución de temas, considerando el periodo como un todo.

Gráfica 1.4. ida por título impugnado en porcentaje de artículos invocados (1989-1999)
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Títulos normalizados: 1. Principios, Derechos y Garantías Fundamentales; 2. Del Estado; 3. Organización de Poderes; 4. Seguridad Pública; 5. Tributación y Presupuesto; 6. Del Orden Económico; 7. Orden Social; 8. Disposiciones Constitucionales Generales; 9. Leyes de Disposición Constitucional Transitoria; 10. Paraconstitucional; ce: Constitución Original del Estado.

Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.



El cuadro 1.1 muestra que el tema de Organización de Poderes prevalece en las adi de todos los autores (gobernadores, fiscal general, partidos y entidades de clase), excepto el Colegio de Abogados. Cabe señalar que, en el caso de los jefes de gobierno estatales, la miscelánea de temas abordados en las Leyes de Disposiciones Constitucionales Transitorias (adct, por sus siglas en portugués) es algo más prevalente; sin embargo, precisamente por tratarse de una mezcla de varios temas, la mera observación de una presencia significativa de artículos adct en las adi no permite formular hipótesis sobre qué temas se están abordando efectivamente, además del hecho evidente de que son transitorios o disposiciones temporales. Por lo tanto, las adi relacionadas con los títulos 2 y 3, que tienen una alta incidencia y están relacionadas con temas de especificación más clara, merecen atención.

Otro aspecto a considerar es el éxito obtenido por cada uno de los autores de las adi. Los datos presentados en el cuadro 1.2 no permiten afirmar categóricamente que exista un tipo dominante de autor en términos de éxito o fracaso. Si bien los gobernadores cuentan con una mayor proporción de adi en espera de sentencia que los demás autores, poseen resultados similares a los del Ministerio Público en cuanto a las adi que fueron juzgadas en todo o en parte; asimismo, tienen menos adi desestimadas que el Ministerio Público. Además, los gobernadores trajeron prácticamente el doble de adi que el Ministerio Público, los cuales, considerando sólo los que fueron juzgados, son proporcionalmente más exitosos (62.7% vs. 57.5%).

Las decisiones monocráticas interrumpen muchas adi de partidos y entidades de clase, y estas últimas también tienen una cuarta parte de sus adi no reconocidas por el stf. Como el reconocimiento de una adi surge del cumplimiento de ciertos requisitos formales —uno de los cuales es la legitimidad activa para representar ciertos intereses— muchos de los reconocimientos negados a las adi de las entidades se deben a que no son percibidas por el stf como parte legítima para ese fin, ya sea para presentar una adi específica o incluso para reclamar la condición de autor legitimado por la Constitución.

Cuadro 1.1. adi según solicitante y el título impugnado, en número de disposiciones citadas (1989-1999)


[image: image]

Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.

Siglas: gob: gobernador; asl: asambleas legislativas; oab: Colegio de Abogados de Brasil; pgr: Procuraduría General de la República; ppc: partidos políticos en el Congreso; ent: Confederación de Sindicatos y Entidades de Clase.



Cuadro 1.2. Resultados de las adi según el solicitante, en número de disposiciones citadas (1989-1999)*


[image: image]

Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.

Siglas: gob: Gobernador; asl: Asambleas Legislativas; oab: Colegio de Abogados de Brasil; pgr: Procuraduría General de la República; ppc: Partidos Políticos en el Congreso; ent: Confederación de Sindicatos y Entidades de Clase.

* Las adi consideradas se ingresaron entre 1989 y 1999, pero los resultados finales pueden haber ocurrido después de este periodo.



Debido a que el número de observaciones es pequeño, especialmente para algunos grupos de autores, cualquier inferencia estadística sería problemática. Por esta razón, optamos por presentar sólo estadísticas descriptivas y resaltar algunos factores más llamativos, como un mayor enfoque en ciertos títulos por parte de los principales solicitantes, gobernadores y fiscales generales, cuyas impugnaciones se centraron en los títulos 2 (Sobre el Estado), 3 (Organización de Poderes) y 9 (adct). Los partidos y las entidades también les dieron importancia a estos títulos, lo cual es comprensible en vista de la estrategia de derogar disposiciones constitucionales centrándose primero en cuestiones procesales en lugar de sustantivas, porque su invocación muchas veces tiene que ver con una disputa sobre responsabilidades, como se analiza más adelante.

Detalles sobre algunas acciones

Aunque el número de adi fue mucho mayor durante los primeros tres años de las nuevas constituciones estatales, no se distribuyeron uniformemente entre los estados; había una enorme diversidad de situaciones. Un ejemplo son los estados de Rondônia y Ceará (cuadro 1.3), que representaron más de la mitad de los artículos citados por las adi durante el primer año de implementación de las nuevas constituciones. En Rondônia, hubo 14 adi, todas promovidas por el gobernador, con foco en 46 artículos e integrando 7 de los 9 títulos de la Constitución estatal, lo que indica la inconformidad del jefe de gobierno local con una amplia gama de cuestiones reguladas por la constituyente de su estado. Aunque con considerable retraso, hubo sentencia favorable total o parcial de 8 de las 14 adi, afectando a 78% de los artículos citados. El caso de Ceará fue muy diferente, ya que sólo tres adi se concentraron en un número menor de títulos (5), principalmente sobre la organización del Estado y las relaciones entre los poderes. A diferencia de Rondônia, no había ni una sola sentencia favorable en el momento en que se realizó la encuesta para este estudio, 26 años después: todas las adi fueron desestimadas monocráticamente (es decir, por un juez) o seguían en espera de juicio.

Aunque no eran infrecuentes las no decisiones sobre las adi, es decir, aquellas que aún estaban pendientes de juicio en el momento de la encuesta, estaban lejos de ser las más frecuentes, como se muestra en el cuadro 1.2. Casi 85% de las adi tenía una decisión final y 47% se juzgó fundadas en todo o en parte, más de la mitad de las que tenían decisión.

Casos ilustrativos

¿Qué han intentado controlar los autores de las adi? Ilustremos con el caso de una adi exitosa del procurador general: la adi 98 de 1989. Propuesta contra la Asamblea Legislativa de Mato Grosso, la adi cuestionó disposiciones relativas a la organización de poderes: una establecía el retiro obligatorio de los jueces y la otra establecía control externo del Poder Judicial, a través de un Consejo Estatal de Justicia con la participación de miembros ajenos al Poder Judicial. Estas disposiciones fueron consideradas inconstitucionales por entenderse contrarias a las disposiciones de la Constitución federal. El dictamen, redactado por el juez Sepúlveda Pertence, señaló (adi 183/mt-mato grosso):

El principio de separación e independencia de los poderes no tiene una fórmula a priori, universal y completa: por lo tanto, al ser erigido, en el orden brasileño, en un dogma constitucional de observancia obligatoria por los estados miembros, lo que se impondrá como norma no son concepciones abstractas ni experiencias concretas de otros países, sino el actual modelo brasileño de separación e independencia de poderes, tal como fue concebido y desarrollado en la Constitución de la República.

Cuadro 1.3. Número de disposiciones de las constituciones estatales citadas por las adi (1989-1999)
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Fuente: Supremo Tribunal Federal (stf). Estudio de constitucionalismo del Estado.



La decisión del relator, aprobada por unanimidad, dictó claramente que los estados no tienen autonomía para organizar sus poderes judiciales en forma diferente a la adoptada por la Constitución federal, la cual debe ser observada obligatoriamente por las entidades subnacionales, sin espacio para la autoorganización institucional. Esto ocurrió a pesar de que la Constitución federal establece explícitamente que “los estados organizarán su sistema de justicia observando los principios establecidos en esta Constitución”. La decisión del stf en este caso, sin embargo, restringió mucho la comprensión de los principios establecidos en la Constitución federal, ya que eliminó la posibilidad de que un estado creara un órgano judicial distinto de los que se encuentran en todos los demás estados. Este caso demuestra cómo el federalismo vertical brasileño produce un efecto muy diferente de los presentados en algunos estudios sobre “federalismo judicial” (Winkle III, 1974), ya que limita significativamente la autonomía subnacional para la organización del sistema
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